
CERTIFICACIÓN
En tres de septiembre de dos mil 

veintiséis, la suscrita Secretaria HACE CONSTAR: Que 
el juicio de amparo 1274/2026-II, se encuentra integrado 
y apto para celebrar la audiencia constitucional en 
términos del artículo 124 de la Ley de Amparo, al 
verificarse lo siguiente: 

1. Se encuentran emplazadas todas las partes. 
2. Se cuenta con las constancias necesarias 

para el dictado de la sentencia.
3. Se hace constar que no se ha presentado 

alguna persona que quisiera ingresar al edificio para 
estar presente en la audiencia del presente juicio. 

4. No existen pruebas pendientes de admitir o 
desahogar. 

5. No transcurrió el término a que refiere el 
artículo 117 de la Ley de Amparo respecto del informe 
justificado, sin embargo, la finalidad del diferimiento es 
que las partes estén en aptitud de ofrecer pruebas que 
desvirtúen lo plasmado en el informe justificado, y en el 
caso particular, se reclaman actos de carácter omisivo, y 
por tanto estos se apreciarán tal como aparezcan 
acreditados ante la responsable, de conformidad con el 
artículo 75 de la Ley de Amparo,1 siendo innecesario 
consecuentemente el diferimiento de esta audiencia.2

6. Del informe recibido no se advierte 
participación de autoridad diversa a la designada como 
responsable y que no se hubiere requerido al quejoso 
por su señalamiento.

7. No existe plazo o término otorgado a las 
partes pendiente de transcurrir para cumplir algún 
requerimiento.

8. La parte quejosa no manifestó imposibilidad 
alguna para imponerse del contenido del informe y/o 
anexos. 

1 Artículo 75. En las sentencias que se dicten en los juicios de amparo el acto 
reclamado se apreciará tal y como aparezca probado ante la autoridad 
responsable. No se admitirán ni se tomarán en consideración las pruebas que 
no se hubiesen rendido ante dicha autoridad. […]
2 No sobra señalar que en el caso a estudio, la celebración de la presente 
audiencia, no desatiende la Jurisprudencia 54/2000, emitida por el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 5, Tomo XI, 
Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su gaceta, 
correspondiente al mes de abril del año 2000, bajo el rubro: “AUDIENCIA 
CONSTITUCIONAL. DEBE, EN PRINCIPIO, DIFERIRSE DE OFICIO CUANDO 
LOS INFORMES JUSTIFICADOS NO SE RINDEN CON OCHO DÍAS DE 
ANTICIPACIÓN A LA PRIMERA FECHA SEÑALADA PARA SU 
CELEBRACIÓN, SI EL QUEJOSO O EL TERCERO PERJUDICADO NO 
TIENEN CONOCIMIENTO DE SU CONTENIDO”.

SECCIÓN DE 
AMPARO
Juicio de 
amparo

1274/2026-II
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9. No obra reserva pendiente de proveer. 
10. No existe recurso interpuesto pendiente de 

integrar o remitir al Tribunal Colegiado que corresponda, 
cuya resolución modifique la sentencia que se dicte. 

11. No existen derechos de niñas, niños o 
adolescentes involucrados.

12. En el presente asunto no se advierte la 
existencia de diversa parte tercero interesada que tenga 
que ser llamada a juicio a la ya emplazada en autos.

13. La persona quejosa no se ostenta tercera 
extraña a juicio.

14. La persona quejosa no alega violación al 
derecho de audiencia.

15. De las constancias que obran en autos no 
existe ninguna notificación con la que se le deba dar 
vista para ampliar a la parte quejosa.

 16. Conforme al artículo 115 de la Ley de 
Amparo, reformado mediante Decreto publicado el 
dieciséis de octubre de dos mil veinticinco en el Diario 
Oficial de la Federación3, he verificado que el presente 
expediente está integrado debidamente.

Lo que se certifica para constancia legal. 

En San Luis Potosí capital, tres de septiembre 
de dos mil veintiséis. Doy fe. 

Lic. Amaranta Concepción Hernández Pérez
Secretaria del Juzgado

3 Las personas servidoras públicas serán responsables de verificar que los 
expedientes estén integrados debidamente con antelación a la celebración de la 
audiencia constitucional.
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AUDIENCIA CONSTITUCIONAL
En la ciudad de San Luis Potosí, San Luis 

Potosí, a las trece horas con treinta minutos del tres 
de septiembre de dos mil veintiséis, hora y fecha 

señaladas para la celebración de la audiencia 

constitucional, la licenciada Aracely del Rocío 
Hernández Castillo Juez Sexto de Distrito en el Estado, 

asistida de la licenciada Amaranta Concepción 
Hernández Pérez, Secretaria que autoriza y da fe, la 

declara abierta sin la asistencia de las partes. 

Acto continuo, la Secretaria hace relación de las 

constancias que obran en autos, entre las que se 

encuentran el escrito inicial de demanda, el auto por el 

que se admitió a trámite la demanda de amparo, el 

informe justificado rendido por la autoridad responsable y 

con la circunstancia que el Agente del Ministerio Público 

de la Federación adscrito a este Juzgado no formuló 

pedimento.

A lo anterior, la Juez acuerda: téngase hecha 

la relación de constancias.

Precisión.
En el caso a estudio, la celebración de la 

presente audiencia, no desatiende la jurisprudencia 

número 54/2000, emitida por el Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 5, 

Tomo XI, Novena Época, del Semanario Judicial de la 

Federación y su gaceta, correspondiente al mes de abril 

del año 2000, bajo el rubro: 

“AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. DEBE, EN 
PRINCIPIO, DIFERIRSE DE OFICIO CUANDO LOS 
INFORMES JUSTIFICADOS NO SE RINDEN CON 
OCHO DÍAS DE ANTICIPACIÓN A LA PRIMERA 
FECHA SEÑALADA PARA SU CELEBRACIÓN, SI EL 
QUEJOSO O EL TERCERO PERJUDICADO NO 
TIENEN CONOCIMIENTO DE SU CONTENIDO”. 
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Toda vez que la finalidad del diferimiento es 

que las partes estén en aptitud de ofrecer pruebas que 

desvirtúen lo plasmado en el informe justificado; sin 

embargo, en el caso particular, se reclaman actos de 

carácter omisivo, y por lo tanto éstos se apreciarán tal 

como aparezcan acreditados ante la responsable, de 

conformidad con el artículo 75 de la Ley de Amparo, por 

lo que es innecesario consecuentemente el 
diferimiento de esta audiencia.

Abierto el periodo probatorio, con 

fundamento en el artículo 119 de la Ley de Amparo, se 

tienen como pruebas documentales de las partes las que 

ofrecieron en el presente juicio, sin que haya necesidad 

de relacionarlas en este acto.

Apoya lo anterior la tesis sustentada por la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, publicada en la página 185, tomo IV, Primera 

Parte, Julio a Diciembre de 1989, Octava Época, del 

Semanario Judicial de la Federación, que a la letra dice: 

“PRUEBAS DOCUMENTALES. SU RELACIÓN 
EN LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. Para dar 
cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 151, primer 
párrafo de la Ley de Amparo, es suficiente que en el acta 
de la audiencia se señale que se dio lectura a las 
constancias que obran en autos, para que se entienda 
que las documentales han quedado relacionadas y 
recibidas en ese acto, sin que sea necesario que se 
haga mención expresa de cada una de ellas.”.

Probanzas que se desahogan por su propia y 

especial naturaleza, las cuales serán tomadas en 

consideración al momento de dictar la resolución; por lo 

que al no haber diversas pruebas ofrecidas por las 

partes ni pendientes de desahogo, se cierra el periodo 
probatorio.
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Acto continuo, se abre el periodo de alegatos, 
en el que al no haber diversos formulados por las partes, 

por lo tanto, se declara cerrada dicha etapa. 
Con lo anterior, se da por concluida la audiencia 

y se declaran vistos los autos para dictar resolución. Doy 

fe.

S E N T E N C I A

V I S T O S para resolver los autos del juicio de 

amparo 1274/2026-II.

R E S U L T A N D O
PRIMERO. Demanda. 
Por escrito presentado el treinta de julio de 

dos mil veintiséis, en el Buzón Judicial de la Oficina de 

Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en 

el Estado, turnado el mismo día a este juzgado,  **** 

****** ****** **** solicitó el amparo y protección de la 

justicia federal contra del Tribunal Estatal de 
Conciliación y Arbitraje en el Estado, de quien 

reclama la omisión de dictar laudo dentro del juicio 
laboral ************ 

SEGUNDO. Derechos humanos que la parte 
quejosa considera violados.

La parte promovente indicó como derecho 

fundamental violado el reconocido en el artículo 17 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
TERCERO. Trámite. 
El treinta y uno de julio de dos mil 

veintiséis4, se admitió la demanda, se requirió a la 

autoridad señalada como responsable su respectivo 

4 Fecha en que se ordenó el registro de la demanda con el consecutivo 
1274/2026-II.
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informe con justificación, se dio a la agente del Ministerio 

Público de la Federación la intervención que 

corresponde; no se ordenó la apertura del incidente de 

suspensión, por no haberse solicitado; se señaló fecha y 

hora para la celebración de la audiencia constitucional, la 

cual una vez integrado el presente asunto, tuvo 

verificativo conforme al acta que antecede y concluye 

con el dictado de la presente resolución.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. 
Este Juzgado Sexto de Distrito en el Estado 

resulta legalmente competente para conocer del 

presente juicio de amparo, con apoyo en lo dispuesto en 

los artículos 1°, 103, fracción I y 107, de la Constitución 

General de la República, 35 de la Ley de Amparo; 46 y 

47 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación; así  como  los puntos  primero,  fracción  IX  

y  cuarto  fracción  IX,  del Acuerdo  General  3/2013,  

emitido  por  el  Pleno  del Consejo de la Judicatura 

Federal, relativo a la determinación del número y límites 

territoriales de los circuitos en que se divide la República 

Mexicana; y al número, a la jurisdicción territorial y 

especialización por materia de los Tribunales Colegiados 

y Unitarios de Circuito y de los Juzgados de Distrito.

Lo anterior, en virtud de tratarse de una omisión 

cuyas consecuencias se materializan dentro del territorio 

en el que ejerce jurisdicción este órgano de amparo.

SEGUNDO. Oportunidad de la presentación 
de la demanda. 
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En el caso, la omisión reclamada implica un no 

hacer por parte de la autoridad responsable, y como tal, 

es de tracto sucesivo porque la violación se actualiza de 

momento a momento, por tratarse de un hecho continuo 

que no se agota una vez producido, sino hasta en tanto 

cese la omisión de que se trata; por tanto, no está sujeto 

al plazo de quince días a que alude el artículo 17 de la 

Ley de Amparo, sino que puede reclamarse en cualquier 

momento. 

Lo anterior encuentra sustento en la tesis 

III.5o.C.21 K del Quinto Tribunal Colegiado en Materia 

Civil del Tercer Circuito, publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 

Tomo XXI, mayo de 2005, página 1451, que dice: 

“DEMANDA DE AMPARO, TÉRMINO PARA 
INTERPONERLA TRATÁNDOSE DE ACTOS 
NEGATIVOS Y OMISIVOS. En los primeros la autoridad 
se rehúsa o rechaza expresamente obrar a favor de la 
pretensión del gobernado; en tanto que en los omisivos 
se abstiene de contestar la petición del particular ya sea 
en forma afirmativa o negativa. En ese contexto, se 
afirma que contra los actos negativos sí corre el término 
que prescribe el artículo 21 de la Ley de Amparo, en la 
medida de que el gobernado resiente una afrenta con la 
actitud de la autoridad de no complacerlo en los términos 
que éste pretende, situación que se consuma en el 
instante de la negativa y es lo que da la pauta para 
establecer, a partir de que se tenga conocimiento del 
mismo, el plazo a que alude el referido precepto; lo que 
no sucede con los actos omisivos, puesto que la 
abstención de actuar por parte de la autoridad, que es lo 
que produce el perjuicio, no se consuma en un solo 
evento, sino que se prorroga en el tiempo de momento a 
momento, razón por la cual en esta clase de actos no 
corre el término de referencia”.

TERCERO. Precisión del acto reclamado.
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Con fundamento en el artículo 74, fracción I, de 

la Ley de Amparo, procede determinar cuál es el acto 

que constituye la materia de estudio del juicio de 

amparo.

Para tal efecto debe tenerse presente que la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido 

algunos lineamientos que el juzgador de amparo debe 

observar, a saber: 

a) Analizar en su integridad la demanda y 

anexos con un criterio amplio, no restrictivo, para 

determinar la verdadera intención del promovente, sin 

cambiar su alcance o contenido; 

b) Prescindir de los calificativos vinculados con 

la inconstitucionalidad que se hagan al enunciar los 

actos reclamados en el escrito inicial; y,

c) Además de los datos que se adviertan de la 

demanda de amparo, se puede tomar en consideración 

la totalidad de la información del expediente del juicio, 

atendiendo la intención del quejoso, sin precisiones que 

generen oscuridad o confusión.

Sobre el particular se invocan las tesis P./J. 

40/2000 y P. VI/2004, sustentadas por el Pleno del 

Máximo Tribunal del País, de los títulos: “DEMANDA DE 
AMPARO. DEBE SER INTERPRETADA EN SU 
INTEGRIDAD.”5 y “ACTOS RECLAMADOS. REGLAS 
PARA SU FIJACIÓN CLARA Y PRECISA EN LA 
SENTENCIA DE AMPARO.”6 

Con base en estas premisas, de la lectura 

íntegra del escrito de demanda, así como de las 

constancias que obran en autos, se advierte que la parte 

5 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XI, 
abril de 2000, página 32, registro 192097. Tesis de Jurisprudencia.
6 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XIX, 
abril de 2004, página 255, registro 181810.
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quejosa acude a esta instancia constitucional a 

impugnar del Tribunal Estatal de Conciliación y 
Arbitraje del Estado de San Luis Potosí, la omisión 
de dictar laudo dentro del juicio laboral ***********.

CUARTO. Certeza del acto reclamado.

Es cierta la omisión reclamada de la autoridad 

responsable, por así manifestarlo expresamente el 

Presidente del Tribunal Estatal de Conciliación y 
Arbitraje del Estado de San Luis Potosí, al rendir su 

informe de ley.

Tiene aplicación la jurisprudencia número 278, 

sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, publicada en la página 231, del Tomo VI, 

Común, Jurisprudencia SCJN, del Apéndice al 

Semanario Judicial de la Federación 1917-2000, cuyo 

texto es el siguiente:

“INFORME JUSTIFICADO AFIRMATIVO. Si en 
él confiesa la autoridad responsable que es cierto el acto 
que se reclama, debe tenerse éste como plenamente 
probado, y entrarse a examinar la constitucionalidad o 
inconstitucionalidad de ese acto”.

QUINTO. Improcedencia.
Previamente al estudio de los conceptos de 

violación, deben analizarse las causas de improcedencia 

del juicio de amparo, ya que se trata de una cuestión de 

orden público, cuyo estudio es preferente, conforme a lo 

dispuesto por el artículo 62 de la Ley de Amparo.

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio 

sustentado en la tesis de jurisprudencia II.1o. J/5, emitida 

por el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, 

consultable en la página noventa y cinco, del Tomo VII, 

Mayo de 1991, del Semanario Judicial de la Federación, 

Octava Época, cuyo sumario es del tenor siguiente:
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“IMPROCEDENCIA, CAUSALES DE. EN EL 
JUICIO DE AMPARO. Las causales de improcedencia 
del juicio de amparo, por ser de orden público deben 
estudiarse previamente, lo aleguen o no las partes, 
cualquiera que sea la instancia.”

En esa tesitura, se advierte que las partes no 

invocaron causa de improcedencia alguna, por lo que no 

procede entrar al estudio de las causales de 

improcedencia, además de que a criterio de la suscrita 

no se advierte alguna que sea de obvia y objetiva 

constatación.

SEXTO. Conceptos de violación.
Al no advertirse la actualización de alguna 

causa de improcedencia, procede el estudio del 

concepto de violación, el que no se transcribirá de 

acuerdo con la jurisprudencia 2a./J. 58/2010, sustentada 

por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, visible en la página ochocientos treinta, del 

tomo XXXI, mayo de dos mil diez, Novena Época, del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que 

indica: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. 
PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE 
CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS 
SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU 
TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del 
capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas 
generales", del libro primero "Del amparo en general", de 
la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para 
el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, 
en su caso, los agravios, para cumplir con los principios 
de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues 
tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos 
sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o 
del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da 
respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a 
los planteamientos de legalidad o constitucionalidad 
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efectivamente planteados en el pliego correspondiente, 
sin introducir aspectos distintos a los que conforman la 
litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal 
transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador 
realizarla o no, atendiendo a las características 
especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer 
los principios de exhaustividad y congruencia se estudien 
los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad 
que efectivamente se hayan hecho valer”. 

SÉPTIMO. Estudio de la omisión reclamada.
I. Calificación de los conceptos de violación.
En sus conceptos de violación la parte quejosa 

aduce, sustancialmente, que se viola en su perjuicio el 

artículo 17 constitucional al no desarrollarse el 

procedimiento laboral de origen en los términos 

establecidos en la Ley de los Trabajadores al Servicio de 

las Instituciones Públicas del Estado, así como en la Ley 

Federal del Trabajo, puesto que no se ha emitido el 

laudo correspondiente en el juicio laboral ***********.
El concepto de violación formulado se estima 

fundado. 
II. Marco Constitucional.
El artículo 17, párrafo segundo, de la Carta 

Magna establece:

“Artículo 17. […]
Toda persona tiene derecho a que se le 

administre justicia por tribunales que estarán expeditos 
para impartirla en los plazos y términos que fijen las 
leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, 
completa e imparcial. Su servicio será gratuito, 
quedando, en consecuencia, prohibidas las costas 
judiciales. […]”.

Del precepto trascrito con anterioridad se 

advierte que toda persona tiene derecho a que se le 

administre justicia en forma rápida y expedita, por 
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tribunales previamente establecidos, mismos que tienen 

la obligación inherente de resolver los juicios que se 

ventilen ante ellas en los términos que establece la ley 

que en su caso se deba aplicar.

III. Marco Normativo.
Por su parte los artículos 4, 130, 132 y 133 de 

la Ley de los Trabajadores al Servicio de las 

Instituciones Públicas del Estado, disponen lo siguiente: 

“Artículo 4. En lo no previsto en este 
ordenamiento, se aplicarán supletoriamente y, en su 
orden, la Ley Federal del Trabajo, la Ley Federal de los 
Trabajadores al Servicio del Estado, los principios 
generales del Derecho y de la justicia social, la 
jurisprudencia, la costumbre y la equidad. Si aún 
persiste la duda se resolverá con la interpretación más 
favorable al trabajador”.

“Artículo 130. Concluido el desahogo de las 
pruebas, formulados los alegatos de las partes y hecha 
la certificación del secretario de Acuerdos de que ya no 
quedan pruebas pendientes de desahogo, se declarará 
cerrada la instrucción y se turnará el expediente al 
Secretario Proyectista, para que formule su opinión, que 
deberá contener los siguientes elementos:[…]”.

“Artículo 132. Formulado el proyecto del laudo, 
el Presidente del tribunal citará a los miembros que lo 
integren, para la discusión y votación que se llevará a 
cabo en audiencia del pleno del tribunal, observándose 
lo siguiente:

[…]”.
“Artículo 133. Engrosado el laudo y firmado 

por los miembros del tribunal que votaron el negocio, se 
turnará el expediente al actuario para que lo notifique 
personalmente a las partes”.

En efecto, la Ley de los Trabajadores al 

Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San 

Luis Potosí, en sus artículos 130, 132 y 133, establece 

que al declararse cerrada la instrucción en el 

procedimiento de lo contencioso laboral, se turnará el 

expediente al Secretario Proyectista para que emita su 

opinión; que una vez formulado el proyecto de laudo, el 
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Presidente del Tribunal citará a los miembros que lo 

integren, para su discusión y votación en audiencia de 

pleno, y si fuere aprobado, se elevará a la categoría de 

laudo, se engrosará el mismo y se turnará el expediente 

al Actuario para su notificación personal a las partes.

Sin embargo, los invocados artículos no 

establecen los términos para emitir el proyecto en forma 

de laudo ni para que el Presidente cite a los miembros 

del tribunal, para la discusión y votación del mismo; al 

respecto para esta Juzgadora constituye un hecho 
notorio7, en términos del 269 del Código Nacional de 

Procedimientos Civiles y Familiares de aplicación 

supletoria a la Ley de Amparo, conforme a su numeral 2 
lo resuelto por el Segundo Tribunal Colegiado del 

Noveno Circuito, al resolver la improcedencia laboral 

356/2011, en donde el Tribunal de Alzada, determinó 

que de una interpretación sistemática de los preceptos 

legales antes citados, si bien es cierto no establece o 

prevén plazo alguno para que la autoridad responsable 

deba cumplir con el dictado del laudo correspondiente, 

una vez cerrada la instrucción; lo cierto es que debía 

estarse a lo que dispone la ley burocrática del Estado, en 

su ordinal 168.

El aludido artículo establece lo siguiente:

“168.- Cuando algún acto procesal o el ejercicio 
de algún derecho no tengan señalado término, éste será 
de tres días hábiles.”

7 El hecho notorio invocado se sustenta en la jurisprudencia P./J. 
16/2018 (10a.), consultable en el Semanario Judicial de la Federación bajo el 
registro digital 2017123, intitulada: “HECHOS NOTORIOS. TIENEN ESE 
CARÁCTER LAS VERSIONES ELECTRÓNICAS DE LAS SENTENCIAS 
ALMACENADAS Y CAPTURADAS EN EL SISTEMA INTEGRAL DE 
SEGUIMIENTO DE EXPEDIENTES (SISE).".
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Por lo que el Superior concluyó que de la 

interpretación de los precitados numerales se viene en 

conocimiento, que la responsable Tribunal Estatal de 

Conciliación y Arbitraje, cuenta con el término máximo de 

quince días hábiles a partir del auto que declare 

cerrada la instrucción, para emitir el laudo que 

corresponda en la controversia laboral de origen, es 

decir, tres días para ser turnado al Secretario 

Proyectista; tres para elaborar el proyecto de laudo; tres 

para que el Presidente del Tribunal cite a los integrantes 

del mismo para la celebración de la audiencia en la que 

será votado dicho proyecto, el que, si es aprobado sin 

adiciones ni modificaciones, será elevado a la categoría 

de laudo y se firmará por los miembros del Tribunal, y si 

no, se ordenará al Secretario que dentro del término de 

tres días redacte el laudo como aprobado.

IV. Caso Concreto.
En el caso, la parte quejosa aduce que la 

autoridad responsable viola en su perjuicio la garantía 

que consagra en el artículo 17 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, ya que no se ha 

emitido el laudo en el juicio laboral  *********** del 

índice de la responsable.

Argumento que es fundado, pues del informe 

justificado rendido por la responsable se advierte que no 
se ha formulado el proyecto de laudo correspondiente 

en el juicio laboral de origen.

En efecto, del informe con justificación rendido 

por la autoridad responsable, se advierte que el veinte 
de mayo de dos mil veintiséis, se declaró el cierre de 
instrucción y se ordenó turnar los autos del juicio de 
origen al Secretario Proyectista para que emitiera la 

A
M

A
R

A
N

T
A

 C
O

N
C

E
PC

IO
N

 H
E

R
N

A
N

D
E

Z
 PE

R
E

Z
706a6620636a663300000000000000000001709e
10/05/29 13:27:06

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



opinión respectiva, sin que a la fecha este órgano 

jurisdiccional tenga noticia del dictado del laudo.

En efecto, a la fecha de la presente audiencia, 

ya transcurrieron en exceso los quince días antes 

aludidos, para el dictado del laudo correspondiente, 

tomando en consideración la fecha del cierre de la 

instrucción en el juicio laboral de origen, proceder con el 

que viola como ya se estableció la garantía de seguridad 

jurídica consagrada en el artículo 17 constitucional, ya 

que dicho precepto está encaminado a asegurar que las 

autoridades encargadas de administrar justicia, lo hagan 

de manera pronta, completa e imparcial, por lo que al no 

haber formulado el dictamen de laudo dentro del término 

de quince días, una vez cerrada la instrucción, y por 

ende, no haber fijado la audiencia de discusión y 

votación del mismo, en los términos que marcan los 

artículos en cita, la autoridad señalada como 

responsable, viola el derecho constitucional 

anteriormente descrito8.

V. Decisión.
En consecuencia, es evidente que, ante tal 

omisión por parte del responsable, resulta fundado el 

concepto de violación expresado por la directa agraviada 
**** ****** ****** ****, por lo que procede conceder 

el amparo y protección de la Justicia Federal.

Precisión.
Como se determinó en la parte conducente de 

la audiencia constitucional celebrada en esta fecha, no 

pasa inadvertido, el hecho de que a la fecha no ha 

8 Sirve de sustento a lo anterior, la Jurisprudencia III.3o.C. J/12, de la 
Novena Época, correspondiente al Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, VIII, Agosto de 1998, visible en la página 740, (con registro 195773) 
que es del tenor literal siguiente: “GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA, 
CONTENIDA EN EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 17 
CONSTITUCIONAL
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transcurrido el plazo de ocho días a que se refiere el 

artículo 117 de la Ley de Amparo para que la parte 

quejosa se imponga del contenido el informe justificado 

rendido por la autoridad responsable.

Ello, pues atendiendo a la naturaleza del acto 

reclamado, es decir, la omisión por parte del Tribunal 
Estatal de Conciliación y Arbitraje en el Estado de 
San Luis Potosí, de emitir mandamientos que 

conduzcan a la ejecución del laudo dictado en el juicio 

laboral  ***********, el diferimiento de la audiencia 

constitucional señalada para el día de hoy acarrearía un 

detrimento al derecho fundamental de justicia pronta 

establecido a favor de la parte quejosa en el artículo 17 

constitucional.

Además, el diferimiento de la audiencia 

constitucional ningún beneficio generaría a la parte 

quejosa atendiendo el sentido del fallo, por lo que debe 

ponerse por encima el derecho sustantivo violado por la 

autoridad responsable –pronta impartición de justicia, 

previsto en el artículo 17 de la Constitución Federal–, al 

derecho procesal derivado de una ley secundaria (Ley de 

Amparo).

OCTAVO. Efectos del fallo protector.
Con fundamento en los artículos 74, fracción V 

y 77 de la Ley de Amparo, se precisa que el efecto de la 

concesión del amparo y la protección de la Justicia de la 

Unión, es para que el Tribunal Estatal de Conciliación 
y Arbitraje, dentro del plazo de tres días a que sea 

notificada de que esta sentencia causó ejecutoria –como 

lo establece el artículo 192 de la ley de la materia– 

realice lo siguiente:
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• Con plenitud de jurisdicción dicte de manera 

inmediata el laudo dentro del expediente laboral 

*********** de su índice.

Por lo expuesto y fundado y con apoyo además 

en los artículos 73 al 79, 117, 119 y 124, de la Ley de 

Amparo, se 

R E S U E L V E:
ÚNICO. La Justicia de la Unión ampara y 

protege a  **** ****** ****** ***** contra la omisión 

que reclamó del Tribunal Estatal de Conciliación y 
Arbitraje, por las razones expuestas en el considerando 

séptimo de esta sentencia y para los efectos que se 

especifican en el último apartado de esta resolución. 

Notifíquese por medio de lista; por oficio a la 
autoridad responsable y a la Agente del Ministerio 
Público de la adscripción.

Así lo resolvió y firma la licenciada Aracely del 
Rocío Hernández Castillo, Juez Sexto de Distrito en el 

Estado, quien actúa con la licenciada Amaranta 
Concepción Hernández Pérez, Secretaria que autoriza 

y da fe.

Mariana Terán

Razón. Esta foja es parte final del proveído dictado el tres de 
septiembre de dos mil veintiséis, dentro de los autos del juicio de amparo 
1274/2026–II. Conste. 

Con fundamento en el artículo 28 del Acuerdo General AG-POAJ-
006/2026 del Pleno del Órgano de Administración Judicial, que regula la 
integración y trámite de expediente electrónico y el uso de videoconferencias en 
todos los asuntos competencia de los órganos jurisdiccionales a cargo del 
Órgano, la suscrita Secretaria hace constar que las evidencias criptográficas de 
la audiencia que antecede tienen una hora posterior a aquella en que se 
celebró, en virtud de que hasta ese momento lo permitieron las labores del 
juzgado. Doy fe.
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aEl tres de septiembre de dos mil veintiseis, la licenciada Amaranta

Concepción Hernández Pérez, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado
Sexto de Distrito en el Estado de San Luis Potosí, hago constar y certifico
que en esta versión pública no existe información clasificada como
confidencial o reservada en términos de la Ley Federal de Transparencia y
Acceso a la Información Pública. Conste.


